
TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 19 de febrero de 2021 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Registro digital: 2022713 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.XVII. J/32 A (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
BOLETA DE INFRACCIÓN A LA LEY DE VIALIDAD Y TRÁNSITO PARA EL ESTADO DE 
CHIHUAHUA. AL NO SER UN ACTO DEFINITIVO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA SU EMISIÓN. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos en relación 

con la emisión de la boleta de infracción de tránsito en términos de la Ley de Vialidad y Tránsito para el 
Estado de Chihuahua, esto es, si procede el juicio de amparo indirecto en su contra, o bien, se actualiza 
una causal de improcedencia. 
 
Criterio jurídico: El Pleno del Decimoséptimo Circuito establece que conforme al artículo 61, fracción 

XX, de la Ley de Amparo, contra la emisión de la boleta de infracción de tránsito no procede el juicio de 
amparo indirecto, por no tratarse de un acto definitivo. 
 
Justificación: Lo anterior es así, dado que se trata de una notificación, mediante la cual se hace saber 

al particular la infracción a la Ley de Vialidad y Tránsito para el Estado de Chihuahua que cometió, 
según el oficial de tránsito, así como las posibles sanciones aplicables, con la finalidad de que acuda a 
defender sus derechos ante el oficial calificador, quien resolverá en definitiva, de conformidad con los 
artículos 92 y 99, párrafo primero, de dicho ordenamiento; de ahí que es la determinación de este 
último, en cuanto a la sanción a imponer, la que puede causarle perjuicio, no así la notificación de la 
infracción por parte del oficial de tránsito, materializada en la boleta correspondiente; por tanto, en 
contra de la determinación administrativa que impone sanciones, procede el juicio de amparo, siempre y 
cuando se observe el principio de definitividad, pues si bien no hay obligación de agotar el recurso en 
sede administrativa, indiscutiblemente deberá promoverse el juicio contencioso previsto en la Ley de 
Justicia Administrativa para el Estado de Chihuahua, al no exigir mayores requisitos, menores alcances 
o plazos más largos para la suspensión, regulada por la Ley de Amparo. 
 
PLENO DEL DECIMOSÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 19 de febrero de 2021 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro digital: 2022713 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.XVII. J/32 A (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
BOLETA DE INFRACCIÓN A LA LEY DE VIALIDAD Y TRÁNSITO PARA EL ESTADO DE 
CHIHUAHUA. AL NO SER UN ACTO DEFINITIVO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA SU EMISIÓN. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos en relación 

con la emisión de la boleta de infracción de tránsito en términos de la Ley de Vialidad y Tránsito para el 
Estado de Chihuahua, esto es, si procede el juicio de amparo indirecto en su contra, o bien, se actualiza 
una causal de improcedencia. 
 
Criterio jurídico: El Pleno del Decimoséptimo Circuito establece que conforme al artículo 61, fracción 

XX, de la Ley de Amparo, contra la emisión de la boleta de infracción de tránsito no procede el juicio de 
amparo indirecto, por no tratarse de un acto definitivo. 
 
Justificación: Lo anterior es así, dado que se trata de una notificación, mediante la cual se hace saber 

al particular la infracción a la Ley de Vialidad y Tránsito para el Estado de Chihuahua que cometió, 
según el oficial de tránsito, así como las posibles sanciones aplicables, con la finalidad de que acuda a 
defender sus derechos ante el oficial calificador, quien resolverá en definitiva, de conformidad con los 
artículos 92 y 99, párrafo primero, de dicho ordenamiento; de ahí que es la determinación de este 
último, en cuanto a la sanción a imponer, la que puede causarle perjuicio, no así la notificación de la 
infracción por parte del oficial de tránsito, materializada en la boleta correspondiente; por tanto, en 
contra de la determinación administrativa que impone sanciones, procede el juicio de amparo, siempre y 
cuando se observe el principio de definitividad, pues si bien no hay obligación de agotar el recurso en 
sede administrativa, indiscutiblemente deberá promoverse el juicio contencioso previsto en la Ley de 
Justicia Administrativa para el Estado de Chihuahua, al no exigir mayores requisitos, menores alcances 
o plazos más largos para la suspensión, regulada por la Ley de Amparo. 
 
PLENO DEL DECIMOSÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 19 de febrero de 2021 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro digital: 2022718 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.III.A. J/98 A (10a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 

DERECHOS POR SERVICIOS REGISTRALES DE TESTIMONIOS PROCEDENTES DE OTRAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO POR LA INCONSTITUCIONALIDAD 

DEL ARTÍCULO 16, FRACCIÓN I, INCISO H), DE LA LEY DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO, 
PARA LOS EJERCICIOS FISCALES 2018 Y 2019 [APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
29/2012 (10a.)]. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron respecto de la 
inconstitucionalidad del artículo 16, fracción I, inciso h), de la Ley de Ingresos del Estado de Jalisco, para los 
ejercicios fiscales 2018 y 2019, y ambos otorgaron la protección constitucional solicitada, aunque con efectos 
diferentes, pues mientras uno determinó que el artículo reclamado se desincorporara de la esfera jurídica de 
la parte quejosa, sin aplicarle la cuota mínima del pago de derechos, el otro estimó que no se le aplicaran las 
porciones normativas reclamadas en el presente y en lo futuro, mientras subsistiera el vicio de 
inconstitucionalidad. 
 

Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito establece que los efectos del fallo 
protector en ese supuesto, no tienen el alcance de relevar a la parte quejosa de contribuir al gasto público en 
términos del artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, sino únicamente para que se le desaplique la 
norma declarada inconstitucional, pero con el cobro de la cantidad fija mínima que contempla la fracción I, 
inciso a), del artículo 16 de la Ley de Ingresos aplicable. 
 

Justificación: Las normas generales en análisis, declaradas inconstitucionales, encuadran dentro de un 
sistema tributario complejo, en donde se adicionan elementos variables distintos a los esenciales y que son 
de considerarse al momento de realizarse su cálculo, como es el pago de derechos por concepto de registro 
de testimonios procedentes de otras entidades federativas. Bajo ese contexto, en términos de la 
jurisprudencia 2a./J. 29/2012 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
efectos del otorgamiento de la protección constitucional no pueden relevar a la parte quejosa de su carga 
ineludible de contribuir al gasto público, ya que tal aspecto es un deber solidario y de interés para la 
sociedad; de ahí que, si la fracción I, inciso h, de la norma estudiada resulta inconstitucional y, por ende, la 
obligada consecuencia es desincorporarla de su esfera jurídica, pero sin relevarla de la carga de contribuir al 
gasto público, entonces la tarifa que deberá pagar deberá ser la diversa cuota mínima contenida en la 

fracción I, inciso a), del artículo 16 del ordenamiento aplicable, lo que se traduce en que todas las personas 
que pretenden registrar documentos provenientes tanto del Estado de Jalisco, como de otras entidades de la 
República, se encuentran en el mismo supuesto de causación del pago de derechos en cuestión. 
Consecuentemente, con el objetivo de restituir a la parte quejosa en el pleno goce de sus derechos violados, 
los efectos del fallo protector deberán ser para que la autoridad responsable: 1. Desincorpore de la esfera 
jurídica de la parte quejosa la aplicación del inciso h) de tales artículo y fracción; 2. Respecto de los derechos 
por servicios a pagar, se deberá aplicar únicamente la cuota fija mínima que establece la norma por el pago 
de derechos por el registro de actos, contratos o resoluciones judiciales en el Registro Público de la 
Propiedad y de Comercio del Estado de Jalisco prevista en el inciso a) de la fracción I del artículo 16 de la 
Ley de Ingresos del Estado de Jalisco, para los ejercicios fiscales 2018 y 2019, en el entendido de que si ya 
se enteró esa cuota mínima, ya no se deberá hacer el cobro por tratarse del mismo derecho; y 3. Devolver la 

diferencia que resulte entre la cantidad que ampare el recibo de pago de derechos por concepto de registro 
de testimonios procedentes de otras entidades federativas, y la que corresponde a la cuota fija mínima; lo 
anterior, en el entendido de que esos importes deberán devolverse actualizados aplicando en lo conducente, 
los artículos 68, 75 y 76 del Código Fiscal del Estado de Jalisco. 
 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Registro digital: 2022720 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Laboral 
Tesis: PC.I.L. J/74 L (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
FIDEICOMISO QUE ADMINISTRA EL FONDO PARA EL FORTALECIMIENTO DE SOCIEDADES Y 
COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRÉSTAMO Y DE APOYO A SUS AHORRADORES (FIPAGO). EL 
VÍNCULO JURÍDICO DE SUS PRESTADORES DE SERVICIOS DEBE ATRIBUIRSE A NACIONAL 
FINANCIERA, SOCIEDAD NACIONAL DE CRÉDITO, INSTITUCIÓN DE BANCA DE DESARROLLO 
(NAFIN), FIDUCIARIA EN AQUÉL. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si el vínculo jurídico que se 

generó con los prestadores de servicios se entabló con el Fideicomiso que Administra el Fondo para el 
Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores 
(FIPAGO), o bien, con Nacional Financiera, Sociedad Nacional de Crédito, Institución de Banca de 
Desarrollo (Nafin), como fiduciaria del citado fideicomiso, y llegaron a soluciones contrarias, pues uno 
consideró que se entabla con la fiduciaria, mientras que para el otro lo es con el fideicomiso.  
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito establece que la relación que se 

entabla con los prestadores de servicios debe entenderse constituida con la institución de crédito, al ser 
la responsable garante de la fuente de trabajo, es decir, con Nafin, como fiduciaria del citado 
fideicomiso. 
 
Justificación: Lo anterior es así, pues los artículos 3 de la Ley que crea el Fideicomiso que Administra 
el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus 
Ahorradores (Ley FIPAGO) y 82 de la Ley de Instituciones de Crédito deben entenderse como normas 
programáticas, que lejos de afectar los derechos de los trabajadores, los protegen, al señalar pautas 
que limitan la actuación dentro de un negocio jurídico, y que además brindan certeza a las partes 
involucradas sobre los límites para su conformación y ejercicio. Además, el citado artículo 82 en su 
interpretación conforme, constituye una cláusula de protección en dos vertientes: (i) como una norma 
programática que establece límites a la configuración de los fideicomisos no estructurados para que –al 
no tratarse de un ámbito idóneo para los derechos laborales– no generen o simulen relaciones de 
trabajo; y (ii) como una norma que da certeza jurídica sobre el "titular garante" de la fuente de trabajo 
frente a quien ejercitar o exigir los derechos laborales cuando se considere que –en pleno 
desconocimiento del límite anterior– se hubieran generado. En consecuencia, la institución de crédito es 
titular y garante de los derechos laborales que se pudieran generar, es decir, como encargada de la 
fuente de trabajo. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Registro digital: 2022720 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Laboral 
Tesis: PC.I.L. J/74 L (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
FIDEICOMISO QUE ADMINISTRA EL FONDO PARA EL FORTALECIMIENTO DE SOCIEDADES Y 
COOPERATIVAS DE AHORRO Y PRÉSTAMO Y DE APOYO A SUS AHORRADORES (FIPAGO). EL 
VÍNCULO JURÍDICO DE SUS PRESTADORES DE SERVICIOS DEBE ATRIBUIRSE A NACIONAL 
FINANCIERA, SOCIEDAD NACIONAL DE CRÉDITO, INSTITUCIÓN DE BANCA DE DESARROLLO 
(NAFIN), FIDUCIARIA EN AQUÉL. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si el vínculo jurídico que se 

generó con los prestadores de servicios se entabló con el Fideicomiso que Administra el Fondo para el 
Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores 
(FIPAGO), o bien, con Nacional Financiera, Sociedad Nacional de Crédito, Institución de Banca de 
Desarrollo (Nafin), como fiduciaria del citado fideicomiso, y llegaron a soluciones contrarias, pues uno 
consideró que se entabla con la fiduciaria, mientras que para el otro lo es con el fideicomiso.  
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito establece que la relación que se 

entabla con los prestadores de servicios debe entenderse constituida con la institución de crédito, al ser 
la responsable garante de la fuente de trabajo, es decir, con Nafin, como fiduciaria del citado 
fideicomiso. 
 
Justificación: Lo anterior es así, pues los artículos 3 de la Ley que crea el Fideicomiso que Administra 
el Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperativas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus 
Ahorradores (Ley FIPAGO) y 82 de la Ley de Instituciones de Crédito deben entenderse como normas 
programáticas, que lejos de afectar los derechos de los trabajadores, los protegen, al señalar pautas 
que limitan la actuación dentro de un negocio jurídico, y que además brindan certeza a las partes 
involucradas sobre los límites para su conformación y ejercicio. Además, el citado artículo 82 en su 
interpretación conforme, constituye una cláusula de protección en dos vertientes: (i) como una norma 
programática que establece límites a la configuración de los fideicomisos no estructurados para que –al 
no tratarse de un ámbito idóneo para los derechos laborales– no generen o simulen relaciones de 
trabajo; y (ii) como una norma que da certeza jurídica sobre el "titular garante" de la fuente de trabajo 
frente a quien ejercitar o exigir los derechos laborales cuando se considere que –en pleno 
desconocimiento del límite anterior– se hubieran generado. En consecuencia, la institución de crédito es 
titular y garante de los derechos laborales que se pudieran generar, es decir, como encargada de la 
fuente de trabajo. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 19 de febrero de 2021 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Registro digital: 2022739 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.III.A. J/93 A (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN EN AMPARO. POR REGLA GENERAL, PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LA 
ETAPA FINAL DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DESIGNACIÓN DE NOTARIOS PÚBLICOS EN EL 
ESTADO DE JALISCO. 

 
En términos del artículo 3o. de la Ley del Notariado del Estado de Jalisco, las funciones  de los notarios 
suponen formalizar y dar fe de hechos, actos y negocios jurídicos a los que se quiera o deba dar 
autenticidad, e intervenir como mediadores, conciliadores o árbitros, en concurrencia con los órganos 
jurisdiccionales, en el trámite de negocios de jurisdicción voluntaria y de tramitación especial, así como 
constituirse como depositarios de bienes, disposiciones testamentarias, acciones de empresas 
mercantiles y de otros títulos valor, que sean consecuencia de los actos jurídicos otorgados ante ellos; 
así ante la pluralidad de funciones resulta indispensable que se cumplan cabalmente las condiciones 
para el nombramiento y otorgamiento del fíat de notario, por lo que ante la impugnación del 
procedimiento instaurado para ese fin, es preferible que éstos no sean designados hasta en tanto se 
despeje la duda de su derecho a ocupar ese cargo público, pues la sociedad está interesada en que los 
nombramientos resultantes estén exentos de cuestionamientos, a fin de proteger su derecho 
fundamental de seguridad jurídica. En consecuencia, en términos de lo previsto en el artículo 128, 
fracción II, de la Ley de Amparo, y con base en el criterio contenido en la jurisprudencia 2a./J. 76/2011, 
de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por regla general, procede conceder 
la suspensión contra la etapa final del procedimiento para designar notarios públicos en el Estado de 
Jalisco, dado que no se sigue perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden 
público. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 

Registro digital: 2022738 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.III.A. J/96 A (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA 
RESPECTO DE LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS DE LA APLICACIÓN DE LOS DECRETOS 
27296/LXII/19 Y 27391/LXII/19 QUE REGULAN LA APLICACIÓN DE LAS EVALUACIONES DE 
CONTROL DE CONFIANZA A LOS JUZGADORES DEL PODER JUDICIAL Y DEL TRIBUNAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA, AMBOS DEL ESTADO DE JALISCO. 

 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a conclusiones contrarias en 

cuanto a la procedencia de la suspensión en el juicio de amparo indirecto, respecto de la aplicación de 
las evaluaciones de control de confianza a los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Jalisco. 
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito determina que es improcedente 

conceder la suspensión en el juicio de amparo indirecto con motivo de la aplicación de las evaluaciones 
de control de confianza tanto a los Jueces del Poder Judicial del Estado de Jalisco, como a los 
Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de la misma entidad federativa. 
 
Justificación: Aun cuando los Tribunales Colegiados contendientes analizaron la procedencia de la 

suspensión en el juicio de amparo indirecto respecto de los Magistrados integrantes del Tribunal de 
Justicia Administrativa, a fin de generar seguridad jurídica, el criterio que debe prevalecer también debe 
incluir a los Jueces y Magistrados del Poder Judicial del Estado de Jalisco, en razón de que las normas 
que regulan la aplicación de las evaluaciones de control de confianza contenidas en los Decretos 
27296/LXII/19 y 27391/LXII/19, publicados, respectivamente, en el Periódico Oficial local el 10 de 
septiembre y el 1 de octubre, ambos de 2019, van dirigidas a todos ellos; de ahí que la solicitud de la 
medida cautelar no satisface el requisito previsto en el artículo 128, fracción II, de la Ley de Amparo, 
consistente en que no se siga perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden 
público, pues la sociedad está interesada en que el servicio de administración de justicia se realice con 
base en el cumplimiento de los principios de independencia judicial, honestidad, diligencia, 
imparcialidad, honradez, veracidad, excelencia profesional, eficiencia, eficacia, honorabilidad, 
objetividad, legalidad, rectitud, lealtad, celeridad, probidad y competencia, para garantizar la probidad y 
honorabilidad de los funcionarios, aunado a que de otorgarse la suspensión para que no se les apliquen 
los exámenes correspondientes, se permitiría que la función jurisdiccional del Estado la ejerciera quien 
legalmente se encuentre impedido para ello, toda vez que en el caso imperan valores colectivos que 
gozan de preeminencia en términos de lo establecido en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la sociedad tiene interés en que la impartición de justicia se 
realice por quienes satisfagan los requisitos legales que garanticen su debida impartición. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Registro digital: 2022724 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.II.A. J/23 A (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE, POR EXCEPCIÓN, SI EXISTE UNA OMISIÓN, 
ABIERTA DILACIÓN O  PARALIZACIÓN TOTAL EN EL PROCEDIMIENTO  ADMINISTRATIVO DE 
EJECUCIÓN DE SENTENCIA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/15 A (10a.)]. 
 
Hechos: Dos Tribunales Colegiados en Materia Administrativa del Segundo Circuito, solicitaron al Pleno 

en Materia Administrativa del Segundo Circuito, la sustitución de la jurisprudencia PC.II.A. J/15 A (10a.) 
de título y subtítulo: "AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA OMISIÓN DE LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE DE PROVEER EN UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
EJECUCIÓN DE SENTENCIA.", porque consideraron que debió reflejar, como casos de excepción, 
aquellos en que exista una omisión, abierta dilación o paralización total del mismo. 
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito, considera que si bien es 

cierto que conforme a la regla general establecida en el artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo, 
el juicio de amparo indirecto es improcedente en el supuesto de que se esté tramitando ante la 
autoridad responsable (Sala Superior y/o Regional del Tribunal Administrativo del Estado de México) un 
procedimiento administrativo de ejecución de sentencia sin que se haya dictado la última resolución, es 
decir, la que apruebe o reconozca el cumplimiento total de la sentencia o declare la imposibilidad 
material o jurídica para darle cumplimiento, no menos lo es que, si existe una omisión, abierta dilación o 
paralización total en ese procedimiento, entonces el juicio de amparo indirecto es procedente por 
excepción, por constituir una violación directa al artículo 17 de la Constitución General. 
 
Justificación: Lo anterior, porque la razonabilidad del plazo en que se desarrolla el procedimiento 

administrativo de ejecución de sentencia es susceptible de control constitucional si se considera en 
cada caso particular: a) La naturaleza o tipo de acto; b) El bien jurídico protegido; c) La complejidad del 
asunto (técnica, jurídica o material); d) La actividad procesal del interesado (actos para darle 
seguimiento); e) La conducta de las autoridades jurisdiccionales (actos para agilizar cumplimiento, así 
como sus cargas de trabajo); y, f) Si el transcurso excesivo de tiempo resulta justificado o no. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Registro digital: 2022725 
Instancia: Plenos de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común, Administrativa 
Tesis: PC.II.A. J/24 A (10a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DEL CARGO DE UN AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO O DE 
UN ELEMENTO DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIÓN DE LA FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL 
ESTADO DE MÉXICO (FGJEM), POR SER UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, SIN TENER QUE 
AGOTAR EL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/14 A 
(10a.)]. 
 
Hechos: El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito solic itó al Pleno en 

Materia Administrativa del Segundo Circuito sustituir la jurisprudencia PC.II.A. J/14 A (10a.), porque al 
resolver la contradicción de tesis 454/2019, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
fue clara al expresar que el Pleno de Circuito debió resolver conforme a la jurisprudencia 2a./J. 49/2016 
(10a.), por lo que existía obligación de este último de modificar el criterio que sostuvo y ajustarlo al criterio de 
la Segunda Sala. 
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito establece que contra el acuerdo 
de inicio del procedimiento administrativo de separación del cargo de los servidores públicos de una 
corporación policiaca estatal procede el juicio de amparo indirecto, al constituir un acto de imposible 
reparación y, por ende, no están obligados a agotar el principio de definitividad.  

 
Justificación: En las jurisprudencias 2a./J. 72/2013 (10a.), 2a./J. 49/2016 (10a.) y 2a./J. 31/2018 (10a.), de 
títulos y subtítulos: "SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA MINISTERIAL, POLICIAL Y PERICIAL DE LA 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. CONTRA EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DE SUS MIEMBROS PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.", "PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DEL CARGO DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS AL SISTEMA DE CARRERA MINISTERIAL, POLICIAL Y PERICIAL. 
CONTRA EL ACUERDO DE INICIO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, CONFORME AL 
ARTÍCULO 107, FRACCIÓN III, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO." y "PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DEL CARGO DE LOS INTEGRANTES DEL SISTEMA NACIONAL DE 

SEGURIDAD PÚBLICA. LAS VIOLACIONES COMETIDAS DURANTE EL PROCESO DE EVALUACIÓN AL 
QUE SON SOMETIDOS, EN EL CUAL SE OBTUVO EL RESULTADO DE ‘NO APROBADO’, DEBEN 
HACERSE VALER EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA EL ACUERDO DE 
INICIO DEL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO.", la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determinó, entre otras cosas, que procede el juicio de amparo indirecto contra el acuerdo de inicio  del 
procedimiento administrativo de separación del cargo de miembros del servicio profesional de carrera 
ministerial, policial y pericial de la Procuraduría General de la República y de los integrantes del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública. Así, cuando en el procedimiento administrativo de origen esté involucrado un 
agente del Ministerio Público o un elemento de la Policía de Investigación de la Fiscalía General de Justicia 
del Estado de México (FGJEM) y éste reclame un acto de esa naturaleza, también procede el juicio de 

amparo indirecto, al ser un acto de imposible reparación y del cual se encuentra exento de agotar el principio 
de definitividad, pues la prohibición de la reinstalación en su cargo es absoluta, lo que constituye una 
transgresión a su derecho sustantivo de no ser separado injustificadamente de sus funciones.  
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial  de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.  
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 19 de febrero de 2021 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Registro digital: 2022736 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: VII.2o.T. J/68 L (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
SUSPENSIÓN DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA A LOS 
EMPLEADOS DEL SECTOR SALUD QUE FORMEN PARTE DE UN GRUPO VULNERABLE 
DURANTE EL FENÓMENO DE SALUD PÚBLICA DERIVADO DEL VIRUS SARS-CoV2 (COVID-19). 

 
Cuando un empleado del sector salud reclama en amparo indirecto la omisión o negativa de observar el 
"Acuerdo por el que se establecen las medidas preventivas que se deberán implementar para la 
mitigación y control de los riesgos para la salud que implica la enfermedad por el virus SARS-CoV2 
(COVID-19)", y el "Acuerdo por el que se establecen acciones extraordinarias para atender la 
emergencia sanitaria generada por el virus SARS-CoV2", publicados en el Diario Oficial de la 
Federación el 24 y el 31 de marzo de 2020, respectivamente, y éste demuestra encontrarse en algún 
grupo vulnerable al virus, contemplado en el primer acuerdo mencionado, debe concederse la 
suspensión de plano para que las autoridades responsables permitan de inmediato su resguardo 
domiciliario, sin responsabilidad alguna para la quejosa, con goce de sueldo íntegro y demás 
prestaciones a las que tenga derecho, derivadas de su relación laboral, y no con el alcance restringido 
de establecer su asistencia a la fuente de empleo con medidas de protección personal para ello, hasta 
en tanto se resuelva el juicio de amparo, o bien, hasta en tanto las autoridades federales sanitarias 
suspendan o den por concluida la emergencia sanitaria decretada en el país por el virus aludido; lo 
anterior, con independencia de que no se trate de los supuestos taxativamente precisados en el artículo 
126 de la Ley de Amparo, pues dicho precepto no debe entenderse de forma limitativa, sino enunciativa, 
esto es, que las hipótesis que pueden presentarse para el otorgamiento de la suspensión de plano no 
son únicamente las establecidas en dicha norma, sino también en otros supuestos, como lo es cuando 
se trata del derecho a la salud, relacionando para ello el artículo 22 con el diverso 4o., ambos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de evitar algún eventual riesgo que pudiera 
significar un daño o deterioro irreparable a ese derecho fundamental. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2021 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2021, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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